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1.​ Introducción 

La presente memoria jurídica tiene por objeto analizar la viabilidad normativa 
y administrativa de los proyectos de vivienda cooperativa en régimen de 
cesión de uso, así como de otras fórmulas de vivienda colaborativa, cuando 
se desarrollan sobre suelos públicos. Dicho análisis se centra en las distintas 
posibilidades jurídicas —enajenación onerosa, concesión demanial o derecho 
de superficie—, a partir del marco legal vigente tanto estatal como 
autonómico. El informe pretende constituir una herramienta práctica para las 
Administraciones Públicas interesadas en poner suelo a disposición de 
cooperativas de vivienda sin ánimo de lucro, con el fin de impulsar modelos 
residenciales alternativos, sostenibles y orientados al bien común. 

  

Para ello, el documento comienza abordando los fundamentos jurídicos que 
permiten compatibilizar estos modelos con el concepto de vivienda social o 
protegida, conforme a la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la 
vivienda, y la normativa urbanística y patrimonial aplicable. En este sentido, se 
analiza la distinción entre las figuras de concesión demanial sobre suelo de 
dominio público y la enajenación de suelo patrimonial, en cuanto al dominio 
pleno o mediante la constitución de un derecho de superficie, como las 
implicaciones jurídicas, económicas y temporales que conlleva cada una de 
ellas. Asimismo, se consideran los requisitos exigibles a las entidades 
adjudicatarias y a las personas usuarias para garantizar la finalidad social del 
destino del suelo. 

  

En una segunda parte, el informe se centra en la configuración de los pliegos 
de condiciones, incluyendo criterios de adjudicación que permitan priorizar 
los valores cooperativos, sociales y ambientales propios del modelo de 
cesión de uso. Se abordan cuestiones como la solvencia técnica y financiera, 
la composición de las cooperativas, los compromisos de diseño 
arquitectónico con espacios comunes, la eficiencia energética y la inclusión 
social, así como mecanismos de blindaje jurídico que garanticen la 
continuidad del modelo a lo largo del tiempo, evitando su desnaturalización. 

  

3 



 

 

2.​ Modelos Jurídicos para la cesión de suelo 
Público 

Las Administraciones emplean tres vías principales para poner suelo a 
disposición de proyectos de vivienda cooperativa en cesión de uso u otras 
fórmulas colaborativas: (a) enajenación onerosa de bienes patrimoniales, (b) 
concesión demanial sobre bienes de dominio público, y (c) derecho de 
superficie constituido sobre bien patrimonial (suelo o edificio ya construido). 

 

2.1.​ Enajenación onerosa de suelo público (venta 
condicionada)  

Definición y régimen 

La enajenación onerosa de bienes patrimoniales implica la transmisión de la 
propiedad del suelo público a favor de la cooperativa adjudicataria a cambio 
de un precio, generalmente tasado o bonificado si el destino es vivienda 
protegida. Su régimen se encuentra regulado en la Ley 33/2003, de 
Patrimonio de las Administraciones Públicas, y en las normativas autonómicas 
de patrimonio. 

  

En general, la venta de bienes patrimoniales públicos requiere subasta o 
concurso, salvo excepciones justificadas por interés público. Algunas 
normativas, como la Ley de Patrimonio de Aragón, contemplan la posibilidad 
de venta directa o conveniada cuando el fin es la promoción de vivienda 
social o cooperativa sin ánimo de lucro, equiparándola a vivienda de 
protección oficial. No obstante, lo habitual para garantizar la transparencia es 
convocar un concurso público con pliegos que establezcan las condiciones 
de la venta (precio máximo, destino a vivienda cooperativa-colaborativa 
protegida, plazos de construcción, etc.). 
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•        Ventajas: La venta otorga a la cooperativa la plena propiedad del 
suelo y por tanto mayor garantía real para acceder a financiación 
bancaria (al poder hipotecar el terreno y lo construido sin 
restricciones, salvo las derivadas de la calificación protegida). El 
derecho de uso de los cooperativistas se asienta sobre propiedad 
de la cooperativa donde no existe división horizontal una vez 
construidas las viviendas, brindando estabilidad. Para la 
Administración, la venta puede suponer ingresos inmediatos  y la 
transferencia de la obligación de urbanizar/edificar a la cooperativa. 

  
•        Desventajas: La transmisión de la propiedad conlleva riesgo de 

pérdida de control público sobre el destino del suelo a largo plazo. 
Incluso con condiciones resolutorias o derechos de reversión 
pactados, existe el peligro de desnaturalización del modelo 
cooperativo si en el futuro la cooperativa decidiera enajenar las 
viviendas o cambiar su objeto. Por ello deben imponerse cláusulas 
estrictas, Además, la normativa patrimonial exige que el precio de 
venta no sea inferior al valor de mercado salvo excepciones; 
cualquier bonificación (venta por debajo de valor) debe justificarse 
por interés social.  

  

Marco jurídico: 
  

La venta de bienes inmuebles públicos de naturaleza patrimonial se sujeta 
a la Ley de Patrimonio de la administración correspondiente. A nivel 
estatal, la Ley 33/2003 prevé la enajenación directa o cedencia gratuita de 
bienes patrimoniales a entes sin ánimo de lucro para fines de interés social, 
incluyendo políticas de vivienda. 

En el ámbito local, muchas comunidades autónomas cuentan con leyes de 
régimen local o patrimonio que habilitan la cesión gratuita a instituciones 
sin ánimo de lucro con fines de interés público. No obstante, en aras de 
concurrencia, suele optarse por un procedimiento de licitación (concurso) 
incluso en estos casos, incorporando condiciones sociales en los pliegos. 
La Ley de Contratos del Sector Público (LCSP) puede no ser de aplicación 
estricta si la operación se configura como patrimonial (no como contrato 
de obras o concesión de servicio), pero sus principios de transparencia y 
competencia sí inspiran el proceso. De hecho, numerosas administraciones 
equiparan estos concursos a un contrato administrativo especial, 
permitiendo valorar ofertas con criterios cualitativos (sociales, ambientales, 
arquitectónicos) además del precio. 
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Obligaciones y condiciones típicas en la venta condicionada:  

En la escritura de compraventa y pliegos se debe fijar el destino del 
suelo a vivienda cooperativa en cesión colaborativa de uso por un plazo 
mínimo (p. ej., 75 años), con prohibición de venta individual de las 
viviendas.  

Es común incluir una condición resolutoria explícita: si el adquirente 
incumple el destino (por ejemplo, no construye en plazo, o las viviendas 
dejan de destinarse a cesión de uso cooperativa protegida), la 
Administración puede resolver la venta y recuperar el terreno y lo 
edificado (cláusula de reversión).  

Asimismo, se puede reservar a la Administración un derecho de tanteo 
y retracto ante cualquier intento de transmisión no autorizada. Más 
adelante se detallan cláusulas de blindaje recomendables. 

  

2.2.​ Concesión administrativa sobre bienes de 
dominio público general.  

 

Definición y régimen 

La concesión demanial habilita un uso privativo o especial sobre un bien 
de dominio público (p. ej., dotacional) por tiempo determinado y 
condiciones específicas, sin transmisión de propiedad. Al vencimiento o 
por causa de resolución, el bien y, en su caso, las instalaciones revertirán 
a la Administración. Este instrumento es idóneo cuando se desea 
mantener la naturaleza demanial del suelo y un control público intenso 
sobre el destino social del inmueble). 

  

Es el modelo que se ha venido utilizando en varias ciudades (Zaragoza, 
Barcelona, etc.) para proyectos de vivienda cooperativa o colaborativa. En 
la práctica, la Administración otorga a la cooperativa un derecho de uso 
de dicho bien dotacional, durante un plazo determinado, típicamente, 75 

6 



 

años, tras lo cual tanto el suelo como las edificaciones revierten a lo 
público. 

Ventajas.  Para la Administración cedente supone un alto control 
público del destino del suelo. El bien sigue afecto; el pliego/acto 
concesional fija usos, perfiles de usuarios, estándares técnicos, 
mecanismos de supervisión y causas de resolución. Además, se prevé 
una reversión final del suelo y edificaciones que engrosaron el 
patrimonio público a largo plazo. 

La principal ventaja para la cooperativa concesionaria es la fijación de 
un canon mínimo (incluido simbólico) para maximizar la asequibilidad y 
el retorno social. Y la disponibilidad de mayor alternativa de suelos para 
que la Administración impulse estos proyectos no quedándose 
únicamente limitado al suelo patrimonial. 

Desventajas:La concesión no confiere propiedad del suelo; aunque el 
haz de facultades sea amplio, puede percibirse como garantía real 
menos “fuerte” ante financiadores o entre los usuarios-cooperativistas 
que deben asumir la pérdida del suelo y vuelo en el plazo establecido. 

 

Condiciones típicas 
 
Determinación de uso social protegido, tipología cooperativa y 
limitación en ocasiones de  rentas de los cooperativistas.  

Plazos realistas de inicio y final de obra con prórrogas tasadas; causas 
de resolución (cambio de destino, incumplimientos graves, impagos 
prolongados que pongan en riesgo el fin público). 

Prohibición de transmisión o gravamen del derecho concesional sin 
autorización expresa; comisión de seguimiento e información periódica 
a la Administración. 
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2.3.​ Derecho de superficie sobre bien patrimonial  
 

Definición y naturaleza 
 
El derecho de superficie es un derecho real por el que el titular del 
suelo (Administración, respecto de un bien patrimonial) faculta a un 
tercero (por ejemplo una cooperativa de régimen de cesión de uso ) 
para construir, mantener y aprovechar lo construido por tiempo cierto, 
con separación temporal de propiedades (suelo de la Administración; 
vuelo del superficiario). Extinguido el derecho, se consolida la propiedad 
en el titular del suelo. 

A diferencia de la concesión demanial, aquí el bien no es de dominio 
público sino patrimonial, y el instrumento es estrictamente real-civil 
(aunque su origen sea un negocio jurídico administrativo/patrimonial y 
el expediente obedezca a principios de concurrencia y transparencia). 

  

Otorgamiento y procedimiento 

Se constituye mediante licitación patrimonial (concurso preferente, salvo 
causa de adjudicación directa prevista en la normativa de patrimonio) y 
escritura pública inscribible en el Registro de la Propiedad. 

El título debe fijar plazo (p. ej., 50–75 años), canon (único o periódico, 
incluso simbólico), destino protegido, condiciones resolutorias y 
régimen de reversión. 

  

●​ Ventajas.El derecho de superficie aporta al proyecto una garantía 
hipotecaria específica: el vuelo/derecho de superficie es hipotecable, 
lo que facilita financiación sin enajenar el suelo público. Para la 
Administración supone que tras el periodo de tiempo establecido 
recuperará el suelo y el edificio construido, revalorizando su patrimonio. 
Además, mediante las cláusulas del derecho de superficie  se permite 
condicionar la estructura cooperativa (no lucro, prohibición de división 
horizontal, reglas de baja y reemplazo de socios, etc). 

  

Para la cooperativa supone un esfuerzo económico inferior a la compra 
de una suelo privado o la compra de un suelo público en propiedad 
plena (suelo y vuelo). 
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Desventajas. Al igual que la concesión de dominio público, un derecho 
de superficie no confiere propiedad del suelo, lo que supone menor 
valoración y garantía inferior con respecto a financiadores y entre los 
usuarios-cooperativistas que deben asumir la pérdida del suelo  y 
vuelo en el plazo establecido . 

 

Condiciones típicas (recomendables) 

Destino a vivienda cooperativa en cesión de uso; limitación de cuotas 
(p. ej., referencia a umbrales de asequibilidad); prohibición de propiedad 
horizontal y de enajenación individualizada; autorización previa para 
transmitir o gravar el derecho de superficie; régimen de tanteo/retracto 
en eventuales transmisiones permitidas; Plazos de inicio/fin de obra 
realistas con prórrogas regladas; reversión anticipada por 
incumplimientos graves (cambio de destino, impagos cualificados, 
desaparición del carácter no lucrativo), con parámetros objetivos. 

  

Los tres  modelos son viables jurídicamente, pero la concesión demanial 
sobre bienes de dominio público o el derecho de superficie sobre bienes 
patrimoniales se consideran más acorde para proyectos de vivienda 
cooperativa en cesión de uso que la venta directa, ya que los mismo buscan 
mantener el carácter social a largo plazo, evitando la especulación. 

La venta puede reservarse a supuestos donde la cooperativa necesite 
propiedad plena (por ejemplo, en suelos donde se busque la autofinanciación 
mediante venta de alguna parte, extremo poco habitual en cesión de uso).  

En la práctica reciente, la mayoría de Administraciones (Zaragoza, Barcelona, 
Valencia, etc.) están optando por no enajenar definitivamente el suelo, sino 
por cederlo en uso temporal bajo condiciones estrictas, dado que así la 
operación queda dentro del marco de la vivienda social pública. 
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Tabla-resumen: Modelos jurídicos para la cesión de 
suelo público 

Aspecto 

a) Enajenación 
onerosa de bien 

patrimonial 
(venta 

condicionada) 

b) Concesión 
demanial sobre 
bien de dominio 

público 

c) Derecho de 
superficie sobre 
bien patrimonial 

Titularidad del 
suelo 

La propiedad 
pasa a la 

cooperativa, 
condicionada por 

las cargas y 
condiciones 
establecidas 

Se mantiene la 
titularidad 
pública; la 

cooperativa 
obtiene un 

derecho de uso 
privativo sobre 

dominio público. 

El suelo sigue 
siendo patrimonial 

público; la 
cooperativa 

ostenta un derecho 
real de superficie 

sobre el 
vuelo/edificación 

Duración 

Propiedad 
indefinida, salvo 
resolución por 

incumplimiento de 
condiciones. 

Plazo cierto (p. ej., 
hasta 75 años); al 

vencimiento, 
reversión. 

Plazo cierto (p. ej., 
50–75 años); al 

término, 
consolidación del 
vuelo en el titular 

del suelo. 

Procedimiento 

Concurso o subasta 
patrimonial; 

posibles 
excepciones 

motivadas por 
interés social. 

Licitación 
demanial en 

concurrencia; en 
su caso, 

adjudicación 
directa si la norma 
lo prevé por interés 

público. 

Licitación 
patrimonial y 

constitución en 
escritura pública 

Precio/Canon 

Precio de venta 
(posible 

bonificación con 
adecuada 

justificación de 
interés social). 

Canon inicial y/o 
anual; puede ser 
simbólico para 
maximizar el 

retorno social. 

Canon de 
superficie (único 
y/o periódico), 

preferible 
asimétrico: bajo en 

fase de 
amortización y 

revisión posterior; 
posible pago en 
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Aspecto 

a) Enajenación 
onerosa de bien 

patrimonial 
(venta 

condicionada) 

b) Concesión 
demanial sobre 
bien de dominio 

público 

c) Derecho de 
superficie sobre 
bien patrimonial 

especie si 
procede. 

Financiación 
bancaria 

Hipoteca 
convencional 

sobre la propiedad 
plena (alta 
comodidad 
financiera). 

Financiación 
sobre el derecho 

concesional; 
precisa diseño de 

garantías y 
autorizaciones 

Hipoteca del 
derecho de 
superficie; 

coordinar rango 
con condiciones 

resolutorias y 
reversión. 

Control 
público 

Menor tras la 
venta; se refuerza 

mediante 
condiciones 
resolutorias, 

tanteo/retracto y 
prohibiciones 

Muy alto: 
potestades 
demaniales, 
fiscalización 

continua y causas 
de resolución. 

Alto mediante 
condiciones reales 

inscribibles, 
supervisión y 
comisión de 
seguimiento. 

Destino 
protegido 

Debe constar e 
inscribirse (p. ej., 
cesión de uso, 

VPO, prohibición 
de división 
horizontal). 

Inherente a la 
afectación 

demanial y al 
título concesional. 

 

Vinculación real y 
estatutaria al uso 
cooperativo en 
cesión de uso; 
limitación de 

cuotas/rentas. 

Transmisión 
/gravamen 

Posible, con 
controles: 

tanteo/retracto y 
demás 

limitaciones. 

Prohibida sin 
autorización 
expresa; alto 

control para evitar 
desnaturalización.  

Requiere 
autorización previa 

para transmitir o 
gravar el derecho 

de superficie; 
control de 

cesiones parciales. 
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Aspecto 

a) Enajenación 
onerosa de bien 

patrimonial 
(venta 

condicionada) 

b) Concesión 
demanial sobre 
bien de dominio 

público 

c) Derecho de 
superficie sobre 
bien patrimonial 

Reversión final 

No hay reversión 
automática; sólo 

por resolución de 
condiciones. 

Automática al 
término o por 

resolución 
anticipada (suelo 
y edificaciones). 

Consolidación del 
edificio en la 

Administración al 
vencimiento o por 

resolución. 

Idoneidad 
típica 

Casos que 
requieran 

propiedad plena 
sobre suelo 

patrimonial no 
dotacional. 

Proyectos en 
suelo dotacional 

o cuando se 
busca máximo 

control público y 
parque social 

estable. 

Proyectos en suelo 
patrimonial que 
evitan la venta y 

facilitan 
financiación con 

derecho real 
propio. 

 

3.​ CRITERIOS DE SELECCIÓN DE LAS 
ENTIDADES ADJUDICATARIAS Y 
CONDICIONES DE ADJUDICACIÓN PARA 
FOMENTAR EL MODELO COOPERATIVO  

Al promover desde la Administración concursos o adjudicaciones de suelo 
para vivienda colaborativa, es crucial diseñar los criterios de selección 
pensando en las particularidades de estas entidades, fomentando la 
participación de cooperativas sin ánimo de lucro y asegurando la viabilidad de 
los proyectos. A continuación, se proponen criterios y condiciones favorables:  
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3.1.​ Solvencia técnica, económica y garantías  
 

Las cooperativas de vivienda en cesión de uso suelen ser de nueva creación 
para cada proyecto y no siempre cuentan con un historial previo ni gran 
capital social inicial. Por ello, los pliegos deben flexibilizar las exigencias de 
solvencia, sin menoscabar la seriedad del proyecto.  

Se recomienda exigir: Requerir que la entidad adjudicataria tenga forma 
jurídica de cooperativa de vivienda sin ánimo de lucro  o entidad sin ánimo de 
lucro (Asociación, fundación). En Barcelona por ejemplo se ha concretado, 
dentro de las entidades sin ánimo de lucro, a las llamadas entidades sociales 
sin ánimo de lucro, siendo estas las que tienen un objeto y actividad reales de 
promoción de vivienda protegida (alquiler asequible y/o cesión de uso) y que, 
por ello, actúan como promotores sociales habilitados para recibir la cesión 
del derecho de superficie sobre suelos o fincas municipales. 

En el supuesto de que la adjudicataria será una ESAL o ESSAL obligar a que 
en un plazo reducido se constituya en cooperativa.    

Barcelona da un plazo de 3 meses para la constitución de una 
cooperativa y la define como de viviendas en cesión de uso. Esta 
no sería una opción recomendable puesto que caben más 
modelos cooperativos (consumo) y el plazo debe ser un poco 
mayor dado que puede haber problemas en la constitución o 
inscripción en el Registro de cooperativas, por ejemplo 5 meses. 

Comunidad Valenciana  fija un plazo 3 meses para la conversión 
en Cooperativa de Viviendas, da un mes adicional por demoras 
no imputables al adjudicatario. 

Zaragoza fijó un plazo de 3 meses para la conversión de la ESAL 
en cooperativa de vivienda estableciendo una prórroga de un 
mes más para la inscripción en el Registro de Cooperativas.  

Sepes. Fijará un plazo máximo de 3 meses para aquellas ESAL 
que tengan que transformarse en cooperativas con un mes más 
de plazo por retrasos del registro.  
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La propuesta, como hacen la mayoría de pliegos, es reducir al máximo los 
criterios de solvencia técnica y económica dada la poca madurez del sector 
de manera que puedan optar a la licitación la mayor parte de los nuevos 
actores 

 Así en lugar de requerir un volumen de cuentas anuales determinado,  
(imposible en cooperativas muchas veces de nueva creación, la propuesta 
sería que se solicitara simplemente tratarse de una Cooperativa debidamente 
legalizada o una Entidad sin ánimo de lucro para su posterior transformación y 
posteriormente en los criterios de valoración solicitar un plan 
económico-financiero del proyecto con validación técnica suficiente.  

 

 •  En cuanto a garantías y seguros:  

  
Se sugiere no exigir garantías desproporcionadas antes de la adjudicación.   

  
-No garantía provisional: La regla general de la LCSP es la no exigencia de 
garantía provisional, sin embargo muchos concursos hoy la siguen solicitando. 
Dispensar la garantía provisional en estos concursos sería aconsejable para no 
frenar la participación de cooperativas con recursos limitados.  

  
En todo caso la clave es que las garantías sean un % sobre el canon anual y 
no total de la promoción. 

LCSP Artículo 106. Exigencia y régimen de la garantía provisional. 
1. En el procedimiento de contratación no procederá la exigencia de 
garantía provisional, salvo cuando de forma excepcional el órgano de 
contratación, por motivos de interés público, lo considere necesario y lo 
justifique motivadamente en el expediente. En este último caso, se podrá 
exigir a los licitadores la constitución previa de una garantía que 
responda del mantenimiento de sus ofertas hasta la perfección del 
contrato. 

  
Comunidad Valenciana, como garantía provisional del 2% del canon 
anual de la parcela solicitada. 
Zaragoza. Exigía una garantía provisional reducida a tanto alzado (3.000 
euros)  Sepes: la previsión es que incluya un  5% del canon anual . 
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-Garantía definitiva escalonada: (ej. 5% del valor) podría exigirse tras la 
adjudicación, quizás en forma de aval técnico (por ejemplo, avales 
escalonados asociados a fases de la obra). 

  
Sepes: Garantía de Construcción y de Explotación. defineuna garantía 
en la fase de construcción que luego se devuelve y se pide una 
garantía durante toda la fase de explotación que se renueva cada 5 
años.  
  
Zaragoza: Exigía una garantía del 10% del precio final ofertado del 
canon total. 

  
- No RC previo a la adjudicación, basta el de la gestora: En lugar de obligar a 
tener un seguro de responsabilidad civil profesional previo (que la cooperativa 
no tendrá por sí misma), podría admitirse que la gestora técnica contratada 
aporte su seguro. Es importante que el pliego clarifique estos extremos para 
allanar la concurrencia de cooperativas noveles. 

  
Comunidad Valenciana Exige “Justificante de la existencia de un 
seguro de responsabilidad civil por riesgos profesionales por un 
importe igual o superior al importe del precio de construcción del 
proyecto presentado·” 

  

   

3.2 ​ Criterios económicos: el canon, el plan 
económico financiero y la experiencia previa.  

  

a)      El Canon 

Como luego se analizará el éxito de estos proyectos dependerá de que el 
canon sea 0 o muy reducido. Si se establece un canon o precio, se puede 
permitir que su pago sea diferido o fraccionado una vez iniciada la obra o 
incluso cuando las viviendas estén en uso, evitando cargas financieras en 
la fase inicial.  

De cualquier modo, cuando exista un canon derivado concesión, se debe 
justificar claramente el interés general que cumple la adjudicación del 
proyecto de vivienda a la cooperativa. 
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En concreto se propone que el canon sea fijo y simbólico durante el 
tiempo que la cooperativa adjudicataria esté sufragando la hipoteca 
suscrita para la construcción del edificio. (que podría establecerse en un 
periodo predeterminado ) .   

Y un canon variable con licitación al alza (y una puntuación máxima 
del 5%) a pagar a partir del pago de la hipoteca, con carácter 
anualmente durante toda la vida de la transmisión del derecho a utilizar 
el suelo de  la administración.  

  
b)      El Plan económico financiero: 

Con carácter previa a la licitación, en algunos supuestos podría resultar 
conveniente que sea la propia administración quien, con carácter previo, 
realizar un estudio de viabilidad de la adjudicación/concesión del suelo. 

En todo caso, el proyecto técnico a aportar una vez iniciada la licitación  
puede tratarse de una memoria de viabilidad visada por técnico 
competente, que acredite que, con las aportaciones de socios previstas, 
las ayudas públicas y la financiación bancaria comprometida, la promoción 
es viable. 

Aspectos a destacar de este Plan económico financiero: 
  

•        Diseño de la arquitectura económica del proyecto sobre la base de 
la solidaridad y el apoyo mutuo.  Un criterio a valorar son las 
normas de reparto y apoyo del esfuerzo económico que tienen 
los proyectos. En este sentido las estructuras económicas que 
contemplen  aportaciones  de las personas socias, con 
flexibilidad en el pago de las cuotas, instrumentos de solidaridad 
interna y apoyo mutuo entre las personas deben ser valorados,  

  
•        La existencia de un compromiso fehaciente de una entidad 

financiera Ética dispuesta a estudiar la operación (o pre-conceder 
crédito hipotecario condicionado a la adjudicación). La 
preferencia por la Banca Ética es debido a que, por su propia 
configuración y criterio de selección de proyectos a financiar, 
constituye una control adicional al control público de los 
objetivos sociales pretendidos por la licitación. 

Es conveniente primar aquellas propuestas que obtengan su financiación con 
entidades que de acuerdo con sus normas fundacionales, dediquen su 
actividad a la financiación de proyectos que apuesten por el compromiso 
ético, social y medioambiental.  
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La comunidad Valenciana exige una oferta vinculante de la 
entidad de crédito conteniendo el plazo de la financiación, 
período de carencia y tipo de interés durante la vida de la 
financiación. 

  

Baleares no exige una preaprobación basta con una propuesta 
de la entidad financiera donde consten las condiciones de 
financiación, desglosando y justificando el detalle económico del 
préstamo que se propone.  

  

Ej. Baleares le otorga 1.5 puntos  

  
  

• Aportación de fondos propios.  Aunque es conveniente valorar 
positivamente que la cooperativa aporte un porcentaje 
significativo de recursos propios (ahorros de los socios) al 
presupuesto, lo que evidencia solidez financiera, dicha 
aportación configurada como aportación social obligatoria al 
capital social de la cooperativa, no debería superar el 30 % del 
coste total del proyecto, a fin de asegurar tanto la asequibilidad 
del modelo como unas condiciones adecuadas para el relevo del 
socio saliente por uno nuevo. 

  
Barcelona: Obligación de dotar a el fondo de reserva con 
los excedentes en un 2% de la obra (o 1% si es 
rehabilitación). Los cooperativistas responderán ante la 
cooperativa y constituirán el fondo de reserva obligatorio, 
de acuerdo con lo que dispone el artículo 124 de la Ley 
12/2015, de cooperativas de Cataluña  

  
Regulación Cataluña (no presente en  todas las leyes 
de cooperativas autonómicas ) Artículo 124. Régimen 
económico. 
1. Las cooperativas de viviendas han de observar, en 
cuanto a los excedentes, las siguientes prescripciones: 
a) Han de aplicar los porcentajes que se indican a 
continuación para la formación y ampliación del 
fondo de reserva obligatorio y del fondo de educación 
y promoción cooperativas: 
1.º Sobre el precio total de la vivienda, de los locales o 
de las edificaciones complementarias, incluidos el 
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terreno, la urbanización, la construcción y los gastos 
generales, un porcentaje no inferior al 2%, calculado 
sobre un precio base que en ningún caso puede ser 
inferior al que resulte de aplicar los módulos fijados 
para las viviendas de protección oficial o de régimen 
similar. 
2.º En los procesos de rehabilitación, un porcentaje del 
1% sobre el presupuesto de los trabajos de 
rehabilitación. 
3.º Si venden solares urbanizados a otras 
cooperativas, a entes públicos o a entidades sin 
ánimo de lucro, un porcentaje del 0,25% sobre el 
precio de venta. 

  
Comunidad Valenciana: Establece la obligación constituir 
y mantener,un fondo especial de reserva, destinado única 
y exclusivamente a hacer frente a los posibles impagos de 
las cuotas hipotecarias y que tendrá que estar dotado 
como mínimo por una suma equivalente a SEIS (6)CUOTAS 
del préstamo hipotecario correspondientes a todas las 
viviendas y locales en que esté dividido el mismo 
  
Baleares. 5.1.5 La cooperativa constituirá y mantendrá 
durante todo el plazo del préstamo con garantía 
hipotecaria sobre el derecho de superficie un depósito 
especial destinado exclusivamente a satisfacer los 
posibles impagos de las cuotas hipotecarias, que deberá 
estar dotado con una suma equivalente a cinco cuotas del 
préstamo hipotecario correspondientes a todas las 
viviendas. 

  

           ​ • Experiencia previa de la Gestora o equipo profesional. 
  

Si bien la cooperativa en sí puede carecer de experiencia, puede 
suplirse mediante la contratación de profesionales expertos. El criterio 
debe centrarse en la capacitación del equipo técnico asesor propuesto 
siempre como mejora y no como requisito de solvencia técnica. 

Es  recomendable  que la cooperativa cuente (mediante contratación o 
convenio) con una gestora de cooperativas de vivienda o equipo 
multidisciplinar (arquitectos, técnicos de eficiencia energética, juristas y 
facilitadores sociales) con experiencia en proyectos similares. Se debe 
presentar el organigrama o CV de los técnicos implicados.  
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Se debe utilizar este criterio como criterio de valoración para dar más 
puntos a equipos con mayor experiencia y calidad. 

  
Barcelona: En sus concursos otorgó hasta 20 puntos por 
contratar una gestora profesional con solvencia en 
promoción y gestión de cooperativas 
  

  

3.3 Criterios técnico-arquitectónicos: la importancia 
del diseño y la eficiencia energética.   

 

En los proyectos de vivienda colaborativa, la licitación arquitectónica debe 
priorizar especialmente la valoración del diseño arquitectónico en tanto sea 
coherente con un modelo de vida comunitaria. Se deberá premiar la 
incorporación de soluciones innovadoras que mejoren la calidad y faciliten el 
uso compartido del espacio común, potenciando su funcionalidad y atractivo 
para el desarrollo efectivo de actividades comunitarias. Asimismo, es clave 
que el proyecto cualifique claramente los espacios comunitarios, 
otorgándoles un mayor valor, optimizando su aprovechamiento y 
promoviendo así una interacción más enriquecedora entre los residentes.   

Por su parte, también en la promoción de vivienda colaborativa, la 
Administración debe velar porque los proyectos alcancen unos estándares de 
calidad técnica acordes a su función social, pero sin requerir elementos 
suntuarios que encarezcan injustificadamente los costes.   

Se propone incluir en los pliegos de condiciones técnicas (o bases 
arquitectónicas del concurso) las siguientes exigencias mínimas:  

 

a)​ Cumplimiento estricto de normativas de habitabilidad, 
accesibilidad y eficiencia energética: 

a.Las viviendas deberán cumplir el código técnico y normativas 
autonómicas de habitabilidad.   
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b)​ Accesibilidad universal: 

a.Dado el perfil social, se exigirá que todas las viviendas sean 
accesibles universalmente o adaptables, anticipando 
necesidades de personas con movilidad reducida.   

 

c)​ Calificación energética mínima a o b como mínimo 

a.​ La exigencia de una calificación energética por encima de 
lo exigido reglamentariamente, debe armonizarse con la 
viabilidad económica, buscando soluciones pasivas de bajo 
coste (orientación, ventilación natural cruzada, sombreamiento) 
antes que tecnologías costosas.  

 

b.​ La propuesta más conveniente sería exigir dentro de los 
criterios de admisión que el proyecto técnico tenga una 
calificación mínima “b” siendo que se valorará en los criterios 
automáticos aquellos proyectos que obtengan una calificación 
“a” 

c.​ Barcelona y la Generalitat Valenciana exige una calidad 
energética b. Baleares exige certificación energética a.  

 

 

d)​ Diseño para la sostenibilidad y bajo coste de mantenimiento: 

a.​ Un edificio de vivienda social debe minimizar costos a 
largo plazo para la cooperativa. Por ello, se puede exigir que el 
proyecto incorpore materiales robustos y soluciones 
constructivas que faciliten un mantenimiento sencillo y barato. 
Por ejemplo, fachadas ventiladas de bajo mantenimiento, 
sistemas centralizados que simplifiquen revisiones, ausencia en 
lo posible de elementos comunes que supongan elevada cuota 
(piscinas, jardines excesivos). Esto no significa bajar la calidad, 
sino seleccionar inteligentemente acabados y equipamientos 
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duraderos. Un criterio técnico podría ser que el proyecto incluya 
una memoria de mantenimiento prevista a 30 años, indicando 
costos estimados, y que esos costos estén alineados con las 
cuotas asequibles definidas.  

 

b.​ Aranda de Duero (Burgos) establece “las viviendas 
deberán incorporar criterios de racionalidad estructural y 
constructiva, así como de facilidad de mantenimiento por parte 
del propio usuario.” 

 

e)​ Espacios comunes adecuados: 

a.​ La esencia de las viviendas cooperativas es  compartir 
ciertas instalaciones. Se debe requerir un mínimo de zonas 
comunes habitables, proporcional al tamaño de la promoción. 
Por ejemplo, una sala polivalente social (de reuniones, 
actividades), cocina comunitaria o lavandería compartida, cuarto 
de huéspedes (si es cohousing intergeneracional), huerto o jardín 
compartido, etc., según el programa funcional que la cooperativa 
proponga.  

Sin estos espacios, la vivienda colaborativa pierde sentido; de ahí que 
Zaragoza en sus criterios valorase altamente su incorporación.   

Para identificar estos criterios en ocasiones se diferencia entre espacios 
comunes, comunitarios y privativos.   

•​ Los espacios comunes: (propios de cualquier edificio de 
vivienda colectiva) serían  las zonas de uso compartido general 
sin vinculación directa a actividades o servicios específicos y su 
existencia es obligatoria: ej.Pasillos, ascensores, vestíbulos, 
escaleras, etc.Se consideran simplemente “comunes” por su 
función estructural dentro del edificio. Art.396 código civil   

•​ Los espacios comunitarios: serían los espacios diseñados 
para uso colectivo dentro de la comunidad, con una función 
social y residencial concreta, gestionados por la cooperativa o 
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asociación. Ej: Cocina compartida, comedor comunitario, 
lavandería, sala de salud, zonas de cuidado infantil u ocio.  

•​ Los espacios privativos: serían las viviendas o 
dependencias privadas, con acceso exclusivo para cada núcleo 
familiar o persona usuaria  

 

No se trata de maximizar metros comunes (lo que puede elevar costes), 
sino de asegurar los espacios necesarios para la vida comunitaria.  

•​ Una directriz podría ser introducir como requisito 
obligatorio para todos los proyectos técnicos que al menos un 
5% de la superficie total útil de todo el edificio sea destinada a 
espacios comunitarios con la posibilidad de mejorar en criterios 
de valoración automática hasta el 10% 

 

Sepes: Definirá la obligación de que al menos un 20% de la 
superficie destinada a superficie útil de espacio-vivienda 
privativa sea destinado a espacios comunitarios.  

 

•​ Estos mínimos se pueden relativizar según  la parcela :  
número de viviendas (no es lo mismo un proyecto de 10 que de 
100 viviendas) y según la localización (no es lo mismo situarse en 
un pueblo donde ya existe más espacios de vida comunitaria 
que en una gran ciudad). Además, debe pedirse que dichos 
espacios estén diseñados con flexibilidad de usos (por ej., 
tabiques móviles para convertir la sala común en varios espacios 
más pequeños según necesidad).  

 

f)​ Perspectiva de género y diseño inclusivo:   

Un criterio innovador, alineado con normativas recientes, es exigir que 
el diseño arquitectónico incorpore la perspectiva de género y facilite la 
conciliación y la vida en comunidad. Esto se traduce en lavanderías 
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comunitarias que liberen tiempo de tareas domésticas, viviendas 
adaptables a diferentes estructuras familiares, etc. Este criterio  es difícil 
de  cuantificar por lo que  se puede pedir a los equipos que justifiquen 
cómo su propuesta tiene en cuenta estos aspectos.  

 

g)​ Innovación y respeto ambiental: 

Fomentar que se usen técnicas innovadoras si aportan valor y no 
disparan costes:   

Reserva de espacios interiores destinados a modos de movilidad más 
sostenibles (aparcamiento de bicicletas, mvp…). 

Así como sistemas constructivos más innovadores como la 
construcción modular o industrializada (para acortar plazos y bajar 
precio), sistemas de reutilización de aguas grises, energías renovables 
(fotovoltaica para autoconsumo colectivo, solar térmica para ACS), etc. 
De nuevo, varias de estas cosas encajan en la puntuación de 
sostenibilidad.  

 

3.4​ Criterios de valoración para el proyecto de 
vida colaborativo.   

 

En la propuesta-memoria del proyecto cooperativo y social se deberá definir:  

  

a)​ ​ ​ COMPOSICIÓN DEL GRUPO:  

 

Se tenderá a valorar criterios valorativos en la composición del grupo:  
origen del grupo y su evolución, la relación entre sus integrantes, la 
pertenencia o relación con otros grupos vinculados a la vivienda 
cooperativa o la economía solidaria, la vinculación territorial de los 
miembros, el empoderamiento y formación de las personas que 
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participan, la presencia de grupos de acompañamiento o de mediación, 
etcétera.  

Algunas convocatorias permiten que la cooperativa no esté 
formalmente constituida al momento de presentar oferta, bastando una 
agrupación de personas o pre-cooperativa, con compromiso de 
constituir formalmente la cooperativa si resulta adjudicataria. Esto 
facilita la participación de grupos en formación.   

Barcelona en 2019 permitió la adjudicación a cooperativas a constituir, 
siempre que luego se inscribieran y cumplieran requisitos en un plazo. 

Un criterio podría ser obligar a presentar un porcentaje de quienes 
formen parte de la cooperativa en el momento de la licitación no 
inferior al 50%  de las viviendas resultantes.   

 

 

b)​ MODELO COOPERATIVO : 

 

Se valorarán especialmente los la autogestión del grupo, las cuotas de 
acceso asequible y de uso durante la vida del edificio, la posibilidad de 
recuperación de cuotas de uso, la gestión de altas y bajas y la 
existencia de lista de reserva, los mecanismos de traspaso del uso, 
transparencia interna y externa, mecanismos de financiación colectiva y 
de solidaridad interna entre miembros, propuesta de replicabilidad del 
modelo.   

 

c)​ VIDA COMUNITARIA : 

 

Se tenderá a valorar el proyecto de vida comunitaria, la mayor amplitud 
de espacios y servicios compartidos del edificio que fomenten una 
mayor sostenibilidad, solidaridad y colaboración entre los miembros de 
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la cooperativa y otros recursos compartidos. También los mecanismos 
de apoyo mutuo y cuidados propuestos.   

 

Ej. Baleares concreta valorando en 2,5 puntos el fomento de los 
vehículos no contaminantes . Ej. Vehículos eléctricos, bicicletas u 
otros vehículos a motor Navarra. 

 

d)​ INTERACCIÓN SOCIAL Y TERRITORIAL: 

 

Se valorarán la existencia de  iniciativas de retorno social y territorial 
propuestas (apertura o cesión de espacios a la comunidad o a la 
Administración, impulso de actividades y proyectos en colaboración 
con la Administración o las entidades sociales del entorno, implicación 
en la vida social y asociativa del barrio, mecanismos de 
intercooperación y de fomento del mercado social, compromisos de 
sostenibilidad medioambiental, etcétera).  

 

e)​ EXPERIENCIA Y ARRAIGO SOCIAL: 

Aunque las cooperativas nuevas carezcan de proyectos previos, puede 
valorarse la trayectoria de los promotores del proyecto (asociaciones 
preexistentes, federaciones de cooperativas a las que estén adheridos, 
etc.) Y el grado de desarrollo del grupo (número de socios ya 
agrupados, proceso participativo realizado, etc.). Se puede pedir una 
memoria de la gestación del proyecto cooperativo, avalada por 
entidades de la economía social, para comprobar su seriedad.  
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3.5​ Otras cláusulas de  blindaje del modelo  

 

Además de los criterios de selección, las condiciones previas pueden exigirse 
condiciones de ejecución del contrato que se adapten al modelo de vivienda 
cooperativa en cesión de uso. 

 

Plazos para inicio y finalización de la construcción de las viviendas: 

El titular del derecho de superficie tendrá un plazo desde la 
constitución del mismo para solicitar la licencia de obras, esto implica 
haber definido el proyecto constructivo y la redacción del proyecto 
técnico. Teniendo en cuenta que la toma de decisiones horizontal de 
una cooperativa es  costosa y que muchas veces la definición del 
proyecto puede friccionar al grupo es preciso que el plazo sea largo y 
recomendable de 9 a 12 meses.   

De igual modo un plazo de finalización que no incorpore la capacidad 
de prórroga puede ser demasiado exigente. Un plazo mínimo sería de 6 
años estableciendo una posibilidad de prórroga de hasta 3 años si 
existe una paralización o demora por causas ajenas al licitador.   

Barcelona un plazo de 9 meses. 

Generalitat Valenciana lo fijó en 6 meses.  

También se fijan en los pliegos un plazo para la finalización de las obras, 
en Barcelona es de 6 años y en la Comunidad Valenciana 3  años para 
la construcción y 5 para puesta en marcha del proyecto.. En Baleares 
de 4 años. 
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Cláusulas de reversión anticipada (condiciones resolutorias):   

 

Además de la reversión natural al término del plazo, se debe prever que 
ciertos incumplimientos graves den lugar a la resolución anticipada de la 
concesión.   

 

a)​ Reversión por desaparición de la cooperativa: Si la cooperativa 
dejase de existir o perdiera su carácter no lucrativo.  

 

b)​ Reversión con cambio del destino de uso: Si destinase las 
viviendas a otro uso o a alquiler lucrativo.  

 

c)​ Reversión antes el pago de cuotas hipotecarias: Si se pi se 
produce un impago prolongado de la financiación que ponga en riesgo 
el destino de las viviendas.  Un caso específico.  

 

Barcelona permitió dividir la hipoteca entre las viviendas e incluyó 
como causa de resolución que la cooperativa incurra en impago de 
más de 5 cuotas de su préstamo hipotecario, protegiéndose así ante 
una posible ejecución bancaria.  Barcelona cláusula 14.7 En caso de 
que la superficiaria hubiera procedido a la división de la hipoteca entre 
las viviendas y esta incurriera en el impago de más de cinco 
vencimientos correspondientes a unas o más viviendas, también sería 
causa de extinción del derecho de superficie y, por lo tanto, del 
derecho de uso sobre aquella o aquellas viviendas.  

 

Permitir la división del crédito entre las viviendas resulta cuestionable  y 
en todo caso el plazo parece exiguo  y sería conveniente aplicar el que 
prevé  el artículo 24 de la nueva Ley 5/20 reguladora de los contratos 
de crédito inmobiliario que exige para en vencimiento anticipado que 
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se dejen de pagar al menos el 3% porciento de la cuantía del capital 
concedido o al importe de 12 cuotas mensuales,si la mora se produjera 
dentro de la primera mitad de la duración del préstamo;o el  7% de la 
cuantía del capital concedido o al importe de 15 cuotas mensuales, si la 
mora se produjera dentro de la segunda mitad de la duración del 
préstamo.  

 

d)​ Reversión  por incumplimiento de plazos de edificación. Con un 
margen amplio (6 años mínimo con posibilidad de prórrogas para 
edificar), evitando la retención especulativa del suelo.  

 

Cláusulas de blindaje del modelo 

Para preservar la esencia del modelo cooperativo en cesión de uso a lo largo 
del tiempo (décadas) y asegurar que el suelo público siga cumpliendo la 
finalidad prevista, es imprescindible incorporar cláusulas de blindaje tanto en 
los pliegos de condiciones como en el contrato administrativo (escritura de 
derecho de superficie o convenio) y en los estatutos de la cooperativa. A 
continuación, se enumeran las principales medidas jurídicas de salvaguarda:  

 

a)​ Prohibición de la división en propiedad horizontal:  

 

La titularidad del derecho de superficie y de las viviendas resultantes debe 
permanecer en la cooperativa durante toda la vida de la concesión. Este debe 
es un requisito básico del modelo.  

“La Generalitat permite la división en propiedad horizontal. 19.1.11 
Formalizar en escritura pública a su cargo la obra nueva realizada y la 
división en propiedad horizontal de las viviendas y su inscripción en el 
Registro de la Propiedad, dentro de los dos meses siguientes a la 
finalización de las obras, asumiendo todos los gastos e impuestos que se 
deriven. Obteniendo, en todo caso, la calificación provisional y definitiva 
de las viviendas de protección pública” 
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b)​ Intransmisibilidad y control de transmisiones del derecho de 
superficie: 

 

Se debe prohibir expresamente que la cooperativa transmita o ceda a 
terceros el derecho de superficie o la concesión, total o parcialmente, 
sin autorización de la Administración concedente. Esto impide que el 
suelo acabe en manos de actores con ánimo de lucro.  Solo podrían 
admitirse cesiones parciales internas, por ejemplo, la venta o alquiler 
de locales comerciales a terceros, si así se prevé, pero supeditadas a 
autorización.   

 

En Barcelona, por ejemplo, los pliegos establecen que la cooperativa 
no puede vender ni gravar el derecho real sin permiso, y que cualquier 
transmisión en fraude será nula. Asimismo, se estipula que al 
extinguirse o resolverse el derecho de superficie, la propiedad del 
edificio se consolida automáticamente en el Ayuntamiento, 
inscribiéndose de nuevo a su favor.  

 

 

c)​ Régimen estatutario reforzado de la cooperativa:   

 

La Administración debe exigir que en los Estatutos de la cooperativa (y 
escritura pública de constitución) se incluyan disposiciones que blinden 
el modelo:  

 

a.​ Cesión a los cooperativistas: Los estatutos deberán prever 
que las viviendas se cederán necesariamente a los socios 
cooperativistas mediante la constitución de un derecho de uso o 
cualquier otro derecho de cesión del uso y la posesión.  
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b.​ La irreversibilidad del carácter sin ánimo de lucro– por 
ejemplo, indicando que la cooperativa se regirá por la Ley de 
Cooperativas y que en ningún caso podrá transformarse en 
sociedad mercantil ni repartir plusvalías entre socios.   

 

c.​ La indivisibilidad de las viviendas– los socios no tendrán 
un derecho de propiedad individual, sólo el de uso, por lo que no 
pueden exigir la división o adjudicación en propiedad de las 
viviendas ni aun en caso de liquidación.   

 

d.​ Cláusula de destino: la cooperativa tendrá por objeto 
exclusivo la promoción y gestión de viviendas en cesión de uso 
de carácter social/protegido, sin poder cambiar dicho objeto.   

 

e.​ Régimen de bajas de socios: Devolución limitada de 
aportaciones(sin plusvalías), y prohibición de que un socio 
transmita su derecho de uso a terceros fuera de los mecanismos 
cooperativos (solo se permite renunciar y que la cooperativa lo 
reasigne a alguien del cupo aprobado, o transmisión mortis 
causa a herederos que reúnan condiciones)  

 

f. ​ Mecanismos de modificación de estatutos reforzados. Se 
puede primar las disposiciones estatutarias que establezcan 
procedimientos de modificación del modelo de derecho de uso 
que sean más complejos que la simple decisión de una 
asamblea por mayoría reforzada.  
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d)​ Prohibición de lucro y control de rentas: 

 

Debe establecerse que las cuotas de uso que paguen los 
cooperativistas serán las necesarias para cubrir costes de financiación, 
mantenimiento y reservas, sin beneficio empresarial. 

Se puede obligar a que cualquier excedente se reinvierta en el objeto 
social (mejoras de viviendas, reducción de cuotas, etc.). Las 
administraciones suelen imponer también que las cuotas de cesión de 
uso tengan límites análogos a rentas de alquiler protegido.   

Valencia en su Ley 3/2023 define que las cuotas mensuales de cesión 
de uso deben mantener la asequibilidad y permite ayudas para que los 
hogares no paguen más del 30% de sus ingresos.   

 

Baleares. Que la cuota mensual de devolución del préstamo no supere 
el 30% de los ingresos de la unidad de convivencia  

 

Sepes. Marcará que la cuota de uso no sea superior al 30% de  los 
ingresos de la unidad familiar. 

La Administración podría reservarse facultades de inspección o pedir 
memoria económica anual para verificar que no se exceden las rentas 
pactadas.  

 

e)​ Supervisión pública durante la vigencia: 

Más que una cláusula puntual, es un conjunto de medidas, por ejemplo:  

•​Obligación de entregar a la Administración la copia de los contratos o 
escrituras de cesión de uso para uso habitual y permanente de 
domicilio de las viviendas. En el mencionado documento deberán 
transcribirse todas las obligaciones que asume la cooperativa ante el 
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titular del suelo en relación con el derecho de superficie y las 
obligaciones.  

Barcelona y la comunidad Valenciana: Obligación contemplada 
en el pliego de Barcelona y la comunidad Valenciana.  

 

•​Obligación a la cooperativa a remitir informes bianuales a la 
Administración sobre el uso del inmueble, altas/bajas de socios, estado 
de conservación, etc.   

 

•​Derecho de visita de la Administración: La administración podría 
reservarse un derecho de visita e inspección periódica para comprobar 
que se mantiene el destino  

y condiciones (similar a lo que se hace con promotores de vivienda 
protegida en alquiler).   

 

•​Comisión de seguimiento: Establecer la creación de una comisión de 
seguimiento formada por representantes de la Administración y de la 
cooperativa, que se reúne anualmente para evaluar el desarrollo del 
proyecto y resolver incidencias.  

Baleares dispone 9.12 Se constituirá una comisión de 
seguimiento encargada de velar por el cumplimiento de los 
criterios señalados en el apartado anterior, y de evaluar el 
funcionamiento general del derecho de superficie para la 
construcción de un edificio de viviendas en régimen de cesión 
de uso, así como su gestión. La representación será paritaria y se 
reunirá al menos dos veces al año durante todo el plazo del 
derecho de superficie y sus prórrogas. La comisión se constituirá 
en el momento en que se otorgue el derecho de superficie.  
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f)​ Cláusula de subrogación o continuidad en caso de disolución:  

Con el fin de garantizar la continuidad del proyecto y evitar la pérdida 
de su función social en caso de extinción, liquidación o disolución de la 
cooperativa adjudicataria, deberá incorporarse una cláusula de 
subrogación o continuidad. Dicha cláusula establecerá que, en tal 
supuesto, la Administración concedente podrá autorizar la subrogación 
del derecho de superficie o de concesión a favor de otra entidad sin 
ánimo de lucro, preferentemente una cooperativa de vivienda o entidad 
del tercer sector con objeto social análogo, que asuma íntegramente 
las obligaciones derivadas del título concesional o del contrato 
administrativo. La subrogación requerirá la previa autorización expresa 
de la Administración y la acreditación de que la nueva entidad 
mantiene la finalidad social, el régimen de cesión de uso y la estructura 
participativa del proyecto original. 

 

Asimismo, podrá preverse la intervención subsidiaria de una entidad 
federativa o gestora cooperativa acreditada, que actúe como entidad 
de continuidad temporal para garantizar la conservación del inmueble 
y la protección de los derechos de uso de las personas  socias hasta la 
designación de una nueva cooperativa que asuma la gestión. Este 
mecanismo de continuidad permitirá preservar el carácter social del 
proyecto y asegurar la pervivencia de las viviendas en cesión de uso, 
evitando su liquidación o reconversión en vivienda de mercado. En todo 
caso, la Administración mantendrá la potestad de declarar la resolución 
anticipada del derecho y recuperar la posesión del bien si no se 
garantiza dicha continuidad en condiciones equivalentes a las del 
modelo original. 

 

g)​ Primar la continuidad del modelo.  

Incorporar cláusulas que primen y den mayor valoración a aquellas 
reservas económicas destinadas a darle mayor robustez económico al 
proyecto y perpetuar el modelo.  
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Baleares. Prima con hasta 10 puntos la previsión estatutaria de un 
fondo social voluntario no repartible u otro mecanismo de generación 
de fondos no repartibles destinados a perpetuar y reproducir el modelo 
de cesión de uso de la cooperativa al finalizar el plazo del derecho de 
superficie.  

 

4. NECESIDAD DE QUE TENGA ALGÚN 
RÉGIMEN DE PROTECCIÓN; CANON, 
RETORNO SOCIAL Y RENTABILIDAD 
PÚBLICA  

 

La mayor parte de los pliegos exigen que las viviendas resultantes sean 
vivienda protegidas y que los usuarios de las mismas, personas socias de las 
cooperativas, cumplan con los requisitos autonómicos para las viviendas 
protegidas.  

Aunque en algunas Comunidades Autónomas (ej. Madrid, Barcelona…) se 
admiten las promociones mixtas donde en suelos de vivienda libre se 
califique una parte de la promoción como protegida y otra no. En estos casos 
los pliegos priman el % superior de los pliegos destinados a vivienda 
protegida.   

 

Generalitat Valenciana. exige que al menos la condición indispensable 
que al menos el 50% de los socios cooperativistas pertenezcan a 
colectivos preferentes y que al menos el 50% del techo residencial se 
dirija a los colectivos marcados en la Resolución de 16 de junio de 2017, 
de la Conselleria de Vivienda, Obras Públicas y Vertebración del 
Territorio, por la que se aprobaron los criterios de acceso en régimen de 
arrendamiento a las viviendas de protección pública propiedad de 
EVHA   
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Los ingresos de la unidad de convivencia no deben exceder de 4,5 
veces el IPREM,  

 

Baleares. no superar el límite máximo de ingresos correspondiente a 6 
veces el IPREM para el conjunto de todas las personas que constituyan 
la unidad efectiva de convivencia y 6,5 veces el IPREM en el caso de 
familias numerosas o de personas con alguna de las discapacidades.  

 

Sin embargo, en no pocas ocasiones será difícil que todo el grupo cumpla con 
los requisitos de vivienda protegida, aunque sí se cumplan en un porcentaje 
mayoritario.  Esta situación de hecho favorece la mezcla intergeneracional y 
de rentas y aportar estabilidad financiera.   

 

La cuestión a resolver es si la Administración está legalmente obligada a 
destinar los suelos pertenecientes a su Patrimonio Público del Suelo (PPS) o 
aquellos clasificados como dotacionales a la construcción de viviendas 
sometidas a algún régimen de protección. Según la interpretación sostenida 
por el Gobierno de Aragón, dicha obligación no resulta estrictamente exigible, 
en la medida en que la nueva Ley 12/2023, por el derecho a la vivienda, 
introduce una definición más amplia del concepto de vivienda protegida. 

 

En efecto, el artículo 3.f) de dicha ley establece que se entenderá por vivienda 
social— modalidad incluida dentro de la vivienda protegida— toda aquella 
construida sobre suelo de titularidad pública y destinada a fórmulas de 
tenencia temporal (alquiler, cesión de uso, entre otras), sujeta a limitaciones 
de renta o precio, y dirigida a personas o colectivos con dificultades de 
acceso al mercado de la vivienda.  

 

En consecuencia, los proyectos de vivienda cooperativa en cesión de uso 
promovidos mediante concesiones administrativas sobre suelo público 
—como es el caso del derecho de superficie—, aunque no estén sujetos 
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formalmente a los requisitos establecidos por la normativa autonómica en 
materia de vivienda protegida (como ingresos máximos o precios máximos de 
referencia), pueden ser considerados vivienda social y, por tanto, vivienda 
protegida a efectos de la Ley 12/2023.  

 

Ello permite considerar que la utilización de suelos del PPS o dotacionales 
para este tipo de proyectos se ajusta a los fines legalmente previstos para 
dichos patrimonios, al estar destinados a facilitar el acceso a una vivienda 
habitual a través de fórmulas no especulativas y de interés social, como es el 
modelo de cesión de uso gestionado por cooperativas sin ánimo de lucro.  

 

Art. 3.f Vivienda protegida: la vivienda sometida a un régimen especial 
para destinarla a residencia habitual de personas con dificultades de 
acceso al mercado de vivienda, tanto en ámbitos urbanos y 
metropolitanos, como en el medio rural. A los efectos de esta ley, se 
establecen las siguientes modalidades: vivienda social, o vivienda de 
precio limitado.  

 

1.º Vivienda social: la vivienda de titularidad pública destinada al alquiler, 
cesión o cualquier otra fórmula de tenencia temporal sujeta a 
limitaciones de renta o de venta y destinada a personas u hogares con 
dificultades para acceder a una vivienda en el mercado. También será 
considerada vivienda social aquella cuyo suelo sea de titularidad pública 
sobre el que se haya constituido derecho de superficie, concesión 
administrativa o negocio jurídico equivalente. 

 

La vivienda social podrá gestionarse de manera directa por las 
administraciones públicas o entidades dependientes, por entidades sin 
ánimo de lucro con fines sociales vinculadas a la vivienda, o a través de 
fórmulas de colaboración público-privada, que sean compatibles con el 
carácter de la misma. 
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​  

5.REFLEXIONES RESPECTO AL CANON O 
PRECIO DE LA CESIÓN:   

 

Desde la óptica económica, la promoción de vivienda cooperativa en cesión 
de uso conlleva ajustes respecto a operaciones inmobiliarias tradicionales. No 
prima el lucro sino la rentabilidad social y el interés público a largo plazo. Aun 
así, la Administración debe analizar cuidadosamente la estructura de cánones, 
costes y retornos para garantizar la sostenibilidad del modelo.  

En la mayoría de casos estudiados, las Administraciones fijan un canon 
reducido por el derecho de superficie, e incluso canon cero, en 
reconocimiento de que el verdadero retorno es social.   

Barcelona aplica una filosofía similar: cede solares municipales a 
cooperativas a 75 años por un canon simbólico (1 euro anual, por 
ejemplo) y como contraprestación la cooperativa le cede un cierto 
número de viviendas que el Ayuntamiento integra en su red de alquiler 
público. 

Baleares también ha fijado un importe de un euro (1,00 €/año) durante 
el plazo de amortización del préstamo hipotecario   

El Ayuntamiento de Zaragoza cedió en 2018 tres parcelas sin exigir 
precio por el suelo, pero a cambio de condiciones sociales (viviendas 
protegidas, cesión de algunas unidades al Ayuntamiento).  

 

En el supuesto que se fije canon, este, además de lo más reducido posible 
debe repartirse durante toda la vida de la concesión con un sistema, a ser 
posible, asimétrico, con un importe menos los primeros 30 años (mientras se 
paga la hipoteca de la construcción) y superior el resto.Además también se 
puede valorar el pago en especie. Esta fórmula de pago en especie (viviendas 
para la Administración) es interesante: supone que el Ayuntamiento obtiene 
activos sociales inmediatos sin desembolso, y la cooperativa en vez de dinero 
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entrega un % de su obra  para alquiler de familias vulnerables que designa la 
Administración. Es una forma de canon socialmente útil.  

Como hemos dicho si se optara por canon monetario, debe ser asequible: 
muchas veces se fija un importe anual fijo actualizado al IPC, calculado no 
sobre valor de mercado pleno sino sobre un valor residual (por tener destino 
protegido). Incluso es jurídicamente posible la cesión gratuita cuando hay 
interés público prevalente. La Ley de Patrimonio del Estado y autonómicas 
(Aragón, etc.) permiten cesión gratuita a entidades sin ánimo de lucro con 
fines de interés general (educativos, sociales, vivienda), lo que justifica 
cánones muy bajos.   

En todo caso, cualquier canon exigido impacta en las cuotas mensuales de 
los usuarios; por tanto, la decisión política suele ser minimizarlo para favorecer 
la asequibilidad.  

 

 

Retorno social: 

Es fundamental cuantificar y poner en valor el retorno social que obtiene la 
Administración con este modelo:  

•​Se aumenta el parque de vivienda social sin inversión directa en 
construcción por parte del erario (la cooperativa financia la obra).   

•​Los precios de acceso para los usuarios son inferiores a mercado, 
contribuyendo a la política de vivienda asequible. Por ejemplo, en un 
proyecto de cesión de uso reciente, se estimó que las cuotas 
mensuales serían un 25-30% inferiores al alquiler libre equivalente.  

•​Se genera comunidad y cohesión social: los proyectos cooperativos 
suelen incluir apoyo mutuo, integración de mayores, actividades 
socioculturales, etc., reduciendo potencialmente gastos futuros en 
servicios sociales (al envejecer en comunidad, se alivia la demanda de 
plazas en residencias, por ejemplo).  

•​Estabilidad residencial: Al no ser viviendas sujetas a los vaivenes del 
mercado (no hay riesgo de venta ni desahucio por fin de contrato si se 
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cumplen normas), se provee una solución habitacional segura a largo 
plazo para decenas de familias, con los beneficios que eso conlleva 
(mejor salud, arraigo vecinal, etc.).  

•​Revitalización urbana y efecto demostrativo: Muchas cooperativas 
eligen solares en entornos degradados para regenerarlos. Además, ser 
proyectos piloto suele traccionar a otros (multiplicador de la política 
pública).  

 

Todo ello debe recogerse en la memoria económica que justifica la iniciativa, 
equiparándolo a un retorno financiero indirecto. De hecho, al evaluar la 
rentabilidad, podría realizarse un análisis de retorno social de la inversión 
(SROI) calculando en euros los beneficios sociales generados (ahorros en 
subsidios de alquiler, valor de la mejora comunitaria, etc.) frente al coste de 
oportunidad del suelo cedido.  

 

Rentabilidad para la Hacienda pública:  

Aunque no se perciba un precio de venta inmediato, la operación puede 
considerarse rentable en términos amplios:  

•​Ahorro de costes en construcción pública: Si la Administración hubiera 
construido esas viviendas directamente (en régimen de alquiler social 
público), habría incurrido en un gasto de construcción considerable. Al 
facilitar que sea la cooperativa quien construya con financiación 
privada, el sector público ahorra ese capital, pudiendo destinarlo a 
otras políticas.  

•​Patrimonio revalorizado a futuro: Al finalizar la concesión, el Estado o 
municipio recupera un edificio construido y amortizado, que pasa a 
engrosar su patrimonio inmobiliario. Dentro de 75 años, disponer de ese 
activo (posiblemente rehabilitable para nuevos usos) será valioso, 
mientras que el coste actual para el erario fue bajo. Incluso durante la 
concesión, aunque no tenga la posesión, sigue siendo dueño del suelo 
y en parte del edificio (nuda propiedad).  

39 



 

•​Impuestos y actividad económica: La construcción por parte de la 
cooperativa genera actividad (IVA, ICIO –que a veces se bonifica–, 
empleo local). Los cooperativistas, al no destinar tanta renta a vivienda 
(gracias a cuotas bajas), liberan ingresos para consumo en la economía 
local, lo cual redunda en impuestos (IVA, etc.) e impulso económico. 
Este efecto difuso también forma parte de la rentabilidad social.  

 

En cuanto a la comparación con otros modelos:   

Frente a la promoción pública directa de vivienda en alquiler, el modelo 
cooperativo aligera la carga financiera pública (la Administración actúa más 
como facilitadora que como promotora). Frente a la colaboración 
público-privada con promotores lucrativos (por ejemplo, concesiones a 
empresas para construir y explotar alquiler asequible), el modelo cooperativo 
garantiza que no se detraerá un beneficio empresarial, de modo que 
cualquier excedente redunda en bajar rentas o mejorar el servicio. Por ello, 
cada euro de apoyo público (sea en forma de cesión de suelo o subvención) 
presenta mayor rentabilidad  en términos de resultado social.  

Subvenciones y apoyos adicionales: 

Desde el punto de vista económico, la Administración puede (y suele) 
complementar la cesión de suelo con otras ayudas: subvenciones a fondo 
perdido para parte de la construcción (por ejemplo, fondos de apoyo a 
vivienda colaborativa, como tiene Cataluña a través de convenios con el ICF), 
avales públicos (algunas CCAA ofrecen avalar hasta X% del préstamo), 
bonificaciones fiscales (ICIO, IBI reducido una vez construidas las viviendas, 
etc.).  

En resumen, desde una perspectiva integral, la rentabilidad pública del 
modelo cooperativo en cesión de uso es muy alta en relación con su coste:  

Todo ello justifica que jurídicamente se apueste por esta figura. Es importante 
reflejar en el expediente administrativo la comparación “coste de cesión vs. 
coste de alternativa”, para mostrar que ceder suelo a cooperativas es una 
forma eficiente de inversión social en vivienda.   
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6.CONCLUSIONES  

 

A modo de resumen y conclusiones generales del informe analizado, cabe 
destacar que, desde un punto de vista jurídico y administrativo, tanto la  
concesión demanial sobre bienes de dominio público (equipamientos), como 
el derecho de superficie como bienes patrimoniales (suelo o edificios)  y la 
cesión patrimonial de bienes patrimoniales públicos  constituyen una 
fórmulas adecuadas para la cesión de suelo público destinado a proyectos de 
vivienda cooperativa en cesión de uso u otras fórmulas de vivienda 
colaborativa.  

Estas modalidades, cada una en su grado, permiten mantener el control 
público sobre el destino social del suelo a largo plazo y facilitar la 
incorporación de cláusulas de reversión y blindaje del modelo cooperativo, 
evitando riesgos especulativos y asegurando que las viviendas permanezcan 
afectas a fines sociales durante toda la concesión.  

Asimismo, para garantizar una amplia participación en estos proyectos, resulta 
necesario flexibilizar significativamente las condiciones de solvencia técnica y 
económica exigidas, reconociendo la habitual novedad de las cooperativas 
implicadas. En este sentido, es particularmente importante valorar 
positivamente la experiencia y solvencia técnica aportada por gestoras o 
equipos profesionales especializados en vivienda colaborativa, cuya 
presencia constituye una garantía fundamental para la adecuada gestión, 
ejecución y sostenibilidad del proyecto en todas sus fases.  

En el aspecto económico, es esencial asegurar la asequibilidad del modelo 
mediante la fijación de cánones muy reducidos o incluso simbólicos, 
especialmente durante el período inicial de financiación de la construcción. 
Además, se debe favorecer la incorporación de financiación procedente de la 
banca ética, ya que esta representa un mecanismo adicional de control y 
refuerzo del compromiso social y ambiental, alineado estrechamente con los 
objetivos de interés general que fundamentan estos proyectos.  

Otro elemento crucial es que el proyecto de vida comunitaria quede 
claramente reflejado no solo en la propuesta arquitectónica, mediante el 
diseño innovador y funcional de los espacios comunes y comunitarios, sino 
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también en la estructura económica del proyecto, favoreciendo mecanismos 
solidarios de reparto de cargas financieras entre los socios, así como alianzas 
estratégicas con el sector social. Estas alianzas proporcionan recursos y 
generan sinergias que fortalecen la integración territorial y la sostenibilidad 
social del proyecto.  

Por último, para preservar el carácter social del modelo cooperativo durante 
toda la concesión, es imprescindible la incorporación de cláusulas específicas 
que impidan cualquier desviación del uso social inicialmente previsto. Dichas 
medidas de blindaje jurídico deben incluir prohibiciones expresas de división 
en propiedad horizontal, estrictos controles sobre la transmisibilidad del 
derecho de superficie, condiciones reforzadas para modificaciones 
estatutarias y mecanismos transparentes de gestión interna que garanticen la 
continuidad y estabilidad del modelo.  

En definitiva, los proyectos de vivienda colaborativa sobre suelo público 
constituyen una alternativa altamente beneficiosa para la Administración, ya 
que generan significativos retornos sociales como el aumento del parque 
público de viviendas, la promoción de una mayor estabilidad residencial y el 
fortalecimiento del tejido comunitario local, consolidando así una política de 
vivienda más inclusiva, sostenible y socialmente comprometida.  
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CUADRO RESUMEN  - LICITACIÓN DE UNA  

CONCESIÓN DE SUELO PARA VIVIENDA 
COLABORATIVA (CESIÓN DE USO)  

 

I. Criterios de admisión 

●​ Sujeto: cooperativa o Esal. Documentación Administrativa:   
○​ Cooperativa reciente o incluso de nueva creación 

(transformación de ESAL) o Estatutos cooperativos actualizados 
o de la entidad sin ánimo de lucro.  

●​ Solvencia Técnica:  
○​ No requisitos de solvencia técnica adicionales. Nueva creación, 

suplir experiencia con los profesionales y gestoras,  
○​ Documentos acreditativos de la experiencia específica en 

vivienda cooperativa o proyectos similares (opcional) 
○​ Descripción de colaboraciones con gestores especializados en 

vivienda colaborativa (opcional). 
●​ Solvencia Económica:  

○​ No cuentas anuales. Sí memoria económica de la entidad que 
acredite su viabilidad (nºpax socias; capital social, ayudas 
públicas). Lo llevamos al plan Económico financiero del proyecto.   

○​ Obligación de constituir y dotar un fondo de reserva con los 
excedentes de un 2% de la obra nueva o un 1% de la obra de 
rehabilitación (Cataluña art, 124 Ley Coop) o 5 o 6 cuotas 
hipotecarias como fondo especial de garantía. (opcional) 

●​ Garantías y Seguros:  
○​ No garantía provisional y si existe aplicar sobre canon anual (ej 

2% ) si este existe.  
○​ Garantía definitiva escalonada, avales escalonados asociados a 

fases de obras.  
○​ Seguro de RC de la gestora o los profesionales por un importe 

igual al coste del proyecto.  
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II. Criterios de valoración (100 puntos) 

 

●​ Aplicable a contratos con pluralidad de criterios 146 LCSP Valoración 
por órgano de Contratación (criterios objetivos mínimo 51% criterios 
subjetivos máximo 49%) Si existe Comité de Valoración externo. 

●​ 146.3 Posibilidad de establecer fases que exijan la obtención del 50% 
de valoración en criterios cualitativos.  

  

Tipo de 
criterio 

Criterio de 
valoración 

 PROPUESTA  

Criterios 
Subjetivos   

Canon anual. 

El canon debe ser el mínimo, tendente a 0 
y en todo caso un canon fijo simbólico 
mientras esté el crédito hipotecario y luego 
una oferta al alza del canon de partida. 
Ofertado. 

Criterios 
medioambiental
es objetivos: 

  

Exigir un mínimo de calificación energética 
(ej: B) y una puntuación mayor por el B 

Porcentaje de 
superficie útil 
destinada a 
espacios 
comunes 

Depende de la parcela, el nº total de 
viviendas, las condiciones de la promoción, 
rehabilitación u obra nueva.  Exigir un 
mínimo del 5% de la superficie útil respecto 
de la total y si se llega al 10% valoración 
adicional.  

Mayor % de 
personas que 
cumplan  
requisitos de 
vivienda 
protegida (si no 
se exige el 100%) 

No es necesario  se puede exigir y valorar  
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Criterio
s 
Subjetiv
os 

PLAN ECONÓMICO 
FINANCIERO  

Primer bloque: 

• Coherencia, exhaustividad, acuerdos 
socios. 

• Criterios de % de aportación inicial 
sobre proyecto. No +20%-30% 

•  Financiación Banca Ética. Preacuerdo 
de financiación. 

•   Fondos extraordinarios de reserva, 

(no más del 20% coste en aportac inicial) 

Experiencia 
específica  

Experiencia previa demostrable en la 
gestión de vivienda colaborativa. 
Experiencia de la gestora y/o acuerdos 
de colaboración con gestores 
especializados. 

  
  

PROP. 
ARQUITECTÓNICA 

Segundo bloque: Arquitectura 
colaborativa 

•    Diseño, racionalidad, comunicación 
con el entorno. 

•   Criterios medioambientales 
adicionales: 

•   Materiales sostenibles 
•   Gestión de residuos  
•   Reducción de emisiones 
•   Usos compartidos (vmp, 

bicicletas..) 
 

  
  

  

PROYECTO 
COLABORATIVO 

  

Tercer Bloque: Proyecto de vida 
colaborativo 

•       Composición del grupo (origen y 
evolución; relación entre 
integrantes…). Grado de desarrollo 
grupo o de la entidad que le avale. 

•       Modelo cooperativo (Modelo de 
gobernanza, asequibilidad del 
modelo  y replicabilidad (lista de 
reserva, mecanismos traspaso de 
uso…)  
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•       Vida comunitaria: Uso de recursos 
compartidos, mecanismo de apoyo 
mutuo y cuidados 

•       Arraigo local (mercado social)  
vinculo territorial (con asociaciones…)  
retorno social al territorio (apertura 
espacios ) 

  
 

III. Condiciones especiales de ejecución del 
contrato 
  

●​ Obligación de destinar permanentemente las viviendas al régimen 
cooperativo en cesión de uso. 
 

●​ Plazos de inicio y finalización flexibles. Plazos de 6 años (Bcna) 
ejecución (prórrogas no imputables) 
 

●​  Prohibición de constitución de propiedad horizontal   
 

●​ Previsiones estatutarias y mecanismos reforzados modificación de 
estatutos: 

1.    Ausencia de ánimo de lucro garantizada. 
2.    Cláusula irrepartibilidad de beneficios. 
3. Irreversibilidad del carácter sin ánimo de lucro. No se 
transforman en sociedades mercantiles. 
4.   No constitución de derechos reales.  
5. Devolución limitada de aportaciones . (ej. Baleares sólo capital 
social revalorizado a ipc) 

  

●​ Prohibición absoluta de transmisión del derecho de superficie o de las 
viviendas a terceros sin autorización expresa. 
 

●​ Presentación periódica (anual o bienal) de informes sobre la gestión del 
inmueble y la situación económica del proyecto. 
 

●​  Cláusula resolutoria en caso de incumplimiento grave: 
 

●​ Pérdida del destino social 
●​ Extinción cooperativa 

46 



 

●​ Impagos prolongados de financiación (5 o 6 cuotas <- -> 12 
cuotas 

3% / 15 cuotas o 7%. Art. 24 ley 5/20 Reguladora crédito hipotecario 

●​ Mecanismo de control y supervisión público durante la duración del 
contrato  

 

●​ Entrega estatutos y sus modificaciones. 
●​ Remitir informes bianuales 
●​ Derecho de visita de la Administración 

 

●​ Comisión de seguimiento mixta Administración-Cooperativa.  
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